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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 
Magistrado:  Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio diecinueve de dos mil dieciséis
Expediente 66682-31-03-001-2016-00457-01

Acta No. 342 de julio 19 de 2016
Se resuelve la impugnación presentada por la parte demandada, en la acción de tutela que Cristian Adrián Jaramillo Londoño, promovió frente al Fondo Nacional del Ahorro, contra la sentencia proferida el 26 de mayo del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
ANTECEDENTES

Reclamó el demandante en su propio nombre
, la protección de sus derechos fundamentales que nominó como “…debido proceso, vivienda digna, buena fe, confianza legítima y respeto por el acto propio”, que estimó conculcados por el Fondo Nacional del Ahorro.
Relató, en síntesis, que celebró un contrato de compraventa sobre un bien inmueble con Fernando González y María Eugenia Taborda Franco, ubicado en el municipio de Santa Rosa de Cabal por un valor de $66’800.000,oo, que pagaría, entre otros conceptos, con la suma de $3’096.536,oo, producto del saldo de cesantías con las que cuenta en el Fondo Nacional del Ahorro; pero inexplicablemente, luego de que ello quedará fijado y acordado con el mismo ente, no se produjo su desembolso con el argumento de que se encontraban pignoradas a favor de dicha entidad, de manera que incumplió el pago a la vendedora Franco Taborda. Con ello se contravino la aceptación expresa que sobre el particular se plasmó por parte del accionado y se cambiaron unilateralmente las condiciones pactadas, con grave afectación, pues devenga un bajo salario y con él solo alcanza a cubrir sus necesidades básicas, es decir, que carece de medios para cumplir la prestación y corre el riesgo de perder su vivienda; además se vería abocado a iniciar un proceso de cumplimiento o resolución del contrato, lo que conlleva un perjuicio irremediable que pretende evitar con la promoción de esta demanda constitucional.

Pidió, por consiguiente, el amparo de los derechos invocados y, como consecuencia de ello, que se ordene al Fondo Nacional del Ahorro desembolsar la suma de $3’096.536,oo por concepto de sus cesantías a favor de María Eugenia Taborda Franco, tal como quedó establecido en el documento público atrás reseñado. 
  



Se admitió la acción y se corrió trasladó a la parte demandada por el término de 3 días, el que transcurrió en silencio. 
  



El Juzgado concedió el amparo y le ordenó al demandado que dentro de los 5 días siguientes a la notificación del fallo, procediera a realizar el desembolso de las cesantías por el valor de $3’096.536,oo del señor Cristian Adrián Jaramillo Londoño, a favor de la señora María Eugenia Taborda Franco, en la cuenta de ahorros que allí se señaló, conforme a los documentos obrantes en el plenario. Para así decidir, se tuvo en cuenta, en síntesis, aspectos jurisprudenciales sobre el debido proceso, la buena fe y la confianza legítima, para determinar que la posición del FNA trasgredió tales premisas, al incumplir y obstaculizar el pago solicitado, ya que así se había estipulado.
 



De manera extemporánea hubo respuesta a la demanda; no obstante, en forma oportuna, impugnó esa  decisión; se dijo que al accionante se le había enviado una respuesta explicando los pormenores del retiro parcial de cesantías en cuanto atañe al comprador Fernando González, que fue reintegrado por cuanto la cuenta de giro se encontraba cancelada o saldada y que, por consiguiente, al haberse dado ya una respuesta debía revocarse la sentencia por sustracción de materia, como que la petición se resolvió de manera clara y completa.
CONSIDERACIONES

Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.


Cristian Adrián Jaramillo Londoño, acudió a esta expedita vía con el fin de que se protegieran los derechos arriba enunciados, que estima resquebrajados por parte del Fondo Nacional del Ahorro,  que le negó el parcial de un saldo a su favor por concepto de cesantías, para completar el pago, en su totalidad, de la compra que hizo de un inmueble destinado a vivienda, pese a que así se había autorizado y concertado mediante documento público, lo que, afirma, pone en juego, dicha adquisición.


  


El Juzgado de primer grado, se dijo, accedió al amparo deprecado y le ordenó al ente accionado proceder al desembolso respectivo en los términos estipulados en dicho documento, como quiera que, en su sentir, dicho incumplimiento bajo posición unilateral resquebraja los principios de buena fe y confianza legítima que, en últimas, desborda el debido proceso.

   



Pero, para decirlo de una vez, la Sala no comparte esa forma de ver las cosas, por cuanto, como lo expresó el mismo interesado en el libelo (f. 20), existe la posibilidad de acudir a otros medios de defensa judicial, lo que se ha pasado por alto en la resolución que se revisa, a pesar de que ello configura la causal de improcedencia que consagra el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Especial 2591 de 1991. 
  



En efecto, tratándose de una controversia sobre el aparente incumplimiento de un contrato civil, no puede convertirse la acción de tutela en un medio para dirimir tal cuestión, dada las características de residualidad y subsidiariedad que le son inherentes. Y esto lleva a su paso cada uno de los derechos invocados en la demanda, esto es, el debido proceso, la vivienda digna, la buena fe, la confianza legítima y el respecto por el acto propio.
   



De tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la reclamación de derechos de estirpe económica debe darse ante los órganos judiciales competentes, por la vía ordinaria o contencioso administrativa, según sea el caso, salvo que se esté en presencia de un perjuicio irremediable. 
   



Sobre el particular ha precisado la Corte Constitucional
: 

  


La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias. 

  



En tal orden de ideas, como la cuestión que aquí se debate, no va más allá de un conflicto de carácter contractual y económico, se desdibuja la alternativa de esta acción expedita y sumaria.
   
 En un asunto similar, señaló la aludida Corte en la Sentencia T-1121 de 2003, en la que trajo a colación precedentes sobre el tema, que:

 
La jurisprudencia de la Corte… ha sido enfática en sostener que el pago de obligaciones en litigio originadas en convenios de contenido económico escapa al ámbito propio de la acción de tutela, y si bien es cierto ha admitido su procedencia en algunos casos, ellos han sido excepcionales y primordialmente sustentados en la falta de idoneidad del medio ordinario, relativos siempre de manera específica y directa a las circunstancias en las que se encuentra el actor, lo cual excluye de plano que pueda concederse el amparo judicial para los indicados fines, masiva e indiscriminadamente…
 
  



En la Sentencia T-340 de 1994, dijo la Corte:
 
  



“En lo que atañe específicamente a la subsidiariedad de la tutela, la Corte Constitucional sostuvo que "la acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la transgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho. La tutela no puede converger con vías judiciales diversas por cuanto no es un mecanismo que sea factible de elegir según la discrecionalidad del interesado, para esquivar el que de modo específico ha regulado la ley; no se da la concurrencia entre éste y la acción de tutela porque siempre prevalece - con la excepción dicha- la acción ordinaria. La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto…
 



(…)
 



“En efecto, ha definido la jurisprudencia constitucional que la Carta Política tiene una capacidad de irradiación sobre las leyes y sobre los contratos, pues la libertad contractual también está gobernada por el marco axiológico del Estatuto Superior, motivo por el cual el ejercicio de esa libertad no puede conducir a la arbitrariedad.
 
  



“Empero, no significa lo anterior que los derechos surgidos de un contrato adquieran el carácter de constitucionales fundamentales y que los conflictos contractuales sean de naturaleza constitucional. Así lo ha entendido la Corte al indicar que “el derecho fundamental objeto de una acción de tutela debe corresponder a una consagración expresa y positiva efectuada directamente por el Constituyente que decide reservar ámbitos de la persona de la intromisión estatal o establece prestaciones o garantías que se incorporan como situaciones activas de poder de los sujetos oponibles al mismo. No tienen ese origen y mal puede pretender conferírseles ese carácter, las situaciones subjetivas activas o pasivas derivadas de la concesión recíproca de facultades que intercambian entre sí las partes de un contrato y que constituyen su contenido”… 
  


(….)

  


Así las cosas resulta entonces, que la acción de tutela procede solo en los casos que señale la ley, y no es suficiente que se alegue la vulneración o amenaza de un derecho fundamental, para que se legitime automáticamente su procedencia pues este mecanismo constitucional no puede utilizarse arbitrariamente, en el sentido que desconozca la existencia de los instrumentos procesales ordinarios y especiales, así como las competencias de las respectivas autoridades, a fin de resolver las controversias que les han sido previamente asignadas a ellas.
  



Ahora bien, se dijo que podría soslayarse la exigencia de la subsidiariedad cuando media un perjuicio irremediable. Sin embargo, para que ello suceda, debe plantearse la acción de tutela como mecanismo transitorio, lo que no ocurrió en este caso. Adicionalmente, el perjuicio irremediable se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional
, condiciones todas que el actor debe acreditar.  Mas, en este evento, ninguna de las circunstancias que podrían dar lugar a ello, están plenamente acreditadas; no basta con hacer una mención de situaciones, sin que existan verdaderos elementos que permitan deducir, razonadamente, la necesidad de que el juez constitucional intervenga para remediarlas. 

 



Puestas de esta manera las cosas, se revocará el fallo objeto de impugnación y, en su lugar, se declarará improcedente la acción.
  



DECISIÓN

 Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia del 26 de mayo del presente año, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Cristian Adrián Jaramillo Londoño, promovió frente al Fondo Nacional del Ahorro.

 



En su lugar, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo solicitado.

    



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                         DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sin embargo, con posterioridad al fallo de primer grado confirió poder para ser asistido judicialmente –f. 52, c.1-.


� Sentencia T-903 de 2014


� Tómese como ejemplo la sentencia T-287/08
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